EL PODER INMOBILIARIO

 (ACERCA DEL FUNDAMENTALISMO DESARROLLISTA)
Muy pocos dudan ya a estas alturas de la brutal magnitud del proceso masivo de urbanización descontrolada que vive  la región, tan acelerado como improvisado y ajeno por completo a planificación o previsión de cualquier tipo, ni  de ordenación del territorio, ni de infraestructuras o servicios públicos, ni de consumo de recursos, etc. Mucho menos se han considerado las consecuencias del cambio implícito de modelo económico -orientado ahora fuertemente al crecimiento de la construcción, el turismo residencial y los servicios, con la vulnerabilidad que supone esta opción - o las repercusiones sociales o culturales, ni por supuesto el sacrificio irresponsable e insostenible de bienes y valores paisajísticos y ambientales.

Detrás de tanta retórica huera sobre "planificación estratégica", "sostenibilidad de todas las actividades", "derecho al agua y a su libertad de usos" y otras lindezas semejantes con que nos regala los oídos todos los días el aparato de propaganda institucional, ahora sabemos que no hay nada salvo una alocada carrera por el rápido enriquecimiento de unos pocos y poderosos ventajistas, el lobby inmobiliario, la irresistible estrella emergente que domina la actividad económica y condiciona las decisiones políticas de mayor calado.

Se sienten fuertes y capaces de oponerse con éxito a cualquier medida a favor del bien común que les reste privilegios o reduzca sus expectativas. Constituyen una tupida e impenetrable red de intereses, conectada de forma privilegiada al poder financiero (los créditos a promotores son la gallina de los huevos de oro de las entidades financieras, con un crecimiento anual de más del 40%) y al poder político, que sirve lacayunamente sus intereses, y que ha comenzado por entregarles el baluarte más importante de las administraciones públicas territoriales, la planificación urbanística.

Han tenido que ser los alumnos de arquitectura de la Universidad de Alicante, dirigidos por uno de nuestros mejores arquitectos, Juan Antonio Sánchez Morales, los que nos calculen por primera vez lo que suponen la suma de disparatadas decisiones urbanizadoras que se están tomando en la región: 800.000 viviendas en los próximos diez años, triplicando la población regional, desfigurando hasta lo irreconocible nuestra red urbana -fruto de siglos de paciente evolución en busca de un siempre inestable equilibrio que ahora se verá irremediablemente alterado-, especialización uniformadora de la oferta constructiva hacia jubilados europeos (es decir, el modelo Florida- señor Valcárcel- y no el modelo California), congestión, despilfarro de recursos de los que escaseamos, etc.

Es decir, una reedición ampliada e intensificada del "desarrollismo incontrolado", como llamó el historiador Rodríguez Llopis al fenómeno precedente que se produjo en Murcia en los años 60 y 70, solo que aquel proceso-" que tuvo unos dramáticos costes ambientales" -se produjo bajo el autoritarismo de la dictadura, y este de ahora- más grave en sus consecuencias territoriales a tenor del modelo generalizado de urbanización extensiva, difusa y segregada en que se fundamenta- se produce en democracia, que no democráticamente.

Por que frente a la llamada de nuestros muy politizados ( en el peor de los sentidos, es decir el más estrictamente partidista) empresarios a guardar silencio, so pretexto del supuesto perjuicio a un no menos supuesto interés superior de la región del que parecen considerarse únicos intérpretes, aquí lo que se está produciendo es un gran fraude a la democracia.

 Los ciudadanos han sido puestos al margen del mayor proceso histórico de transformación de la región -no estaba en las propuestas y programas electorales, ni ha sido objeto de debate social de ningún tipo-, en el que nos ha quedado el papel de pasivos espectadores, por que esta es una cuestión exclusiva de una pequeña elite político-empresarial que, con la boca llena de patriotismo murcianista, nos va a hacer el impagable favor de hacerse extremadamente rica a cambio de destrozarnos nuestra tierra e hipotecar nuestro futuro y el de las próximas generaciones de murcianos.
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